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1. Conforme al artículo 53.1 de la Constitución Española, los derechos y libertades reconocidos en el los artículos 

14 a 38 de la CE se tutelarán, de acuerdo con lo previsto en el artículo 161. 1. a) de la misma mediante: 

a) Recurso de inconstitucionalidad. 

b) Recurso de amparo. 

c) Procedimiento especial para la protección de los derechos fundamentales de la persona en el ámbito de la 

Jurisdicción Contencioso-Administrativa. 

d) Todas con correctas. 

 

2. Según el artículo 116 CE, el estado de excepción: 

a) Será declarado por el Congreso de los Diputados, a propuesta exclusiva del Gobierno. El Congreso 

determinará su ámbito territorial, duración y condiciones. 

b) Será declarado por el Gobierno mediante decreto acordado en Consejo de Ministros por un plazo máximo de 

quince días, previa autorización del Congreso de los Diputados. 

c) Será declarado por el Gobierno mediante decreto acordado en Consejo de Ministros, dando cuenta al 

Congreso. Su duración no podrá exceder de treinta días, prorrogables con autorización del Consejo de 

Ministros. 

d) Será declarado por el Gobierno mediante decreto acordado en Consejo de Ministros, previa autorización del 

Congreso de los Diputados. Su duración no podrá exceder de treinta días, prorrogables por otro plazo igual. 

 

3. De acuerdo al artículo 24 de la LOTC 2/1979 de 3 de octubre, los Magistrados del Tribunal Constitucional podrán 

ser suspendidos por el Tribunal, como medida previa, en caso de procesamiento o por el tiempo indispensable 

para resolver sobre la concurrencia de alguna de las causas de cese establecidas en la propia ley orgánica. 

Indique la respuesta correcta. 

a) La suspensión requiere el voto favorable de la mayoría simple del Pleno. 

b) La suspensión requiere el voto favorable de la mayoría absoluta del Pleno. 

c) La suspensión requiere el voto favorable de las tres cuartas partes de los miembros del Tribunal reunido en 

Pleno. 

d) La suspensión requiere la unanimidad de los miembros del Tribunal reunido en Pleno. 

 

4. En base a la regulación establecida en la LOTC sobre la tramitación de los recursos de amparo constitucional, 

señale la respuesta incorrecta. 

a) El conocimiento de los recursos de amparo constitucional corresponde a las Salas del Tribunal Constitucional 

y, en su caso, a las Secciones. 

b) El recurso de amparo debe ser objeto de una decisión de admisión a trámite (en todo o en parte) o inadmisión, 

que será adoptada mediante providencia. 

c) La Sala podrá deferir la resolución del recurso de amparo a una de sus Secciones, cuando para su resolución 

sea aplicable doctrina consolidada del TC. 

d) Podrá corresponder a las Secciones el conocimiento aquellos asuntos de amparo que la Sala correspondiente 

les defiera, pero no la resolución. 

 

5. En relación a la reforma constitucional, según recoge el Título X de la CE, es cierto que: 

a) Según el artículo 167, los proyectos de reforma constitucional deberán ser aprobados por una mayoría de dos 

tercios de cada una de las Cámaras.  

b) Aprobada la reforma por las Cortes Generales, será sometida a referéndum para su ratificación, según el 

artículo 168, cuando así lo soliciten, dentro de los quince días siguientes a su aprobación, una décima parte 

de los miembros de cualquiera de las Cámaras. 

c) Cuando se propusiere la revisión total de la Constitución, se procederá a la aprobación del principio por 

mayoría de dos tercios de cualquiera de las Cámaras y a la disolución inmediata de las Cortes. 

d) Cuando se propusiere la revisión parcial de la Constitución, que afecte al Título II, se procederá a la 

aprobación del principio por mayoría de dos tercios de cada Cámara y a la disolución inmediata de las Cortes. 

 

6. Señale la respuesta incorrecta en relación al juramento, tal como lo contempla la Constitución Española en el 

Título II dedicado a la Corona. 

a) El Rey, al ser proclamado ante las Cortes Generales, prestará juramento de desempeñar fielmente sus 

funciones, guardar y hacer guardar la Constitución y las leyes y respetar los derechos de los ciudadanos y de 

las CCAA. 

b) El Príncipe heredero, al alcanzar la mayoría de edad, prestará el mismo juramento, así como el de fidelidad 

al Rey. 

c) a) y b) son correctas y el mismo juramento, así como el de fidelidad al Rey, lo prestarán el Regente o Regentes 

al hacerse cargo de sus funciones. 

d) c) es correcta y el mismo juramento, así como el de fidelidad al Rey, lo prestará la Reina consorte al asumir 

sus funciones constitucionales, al margen de lo dispuesto para la Regencia. 

 

7. La institución del Defensor del Pueblo se regula en la LO 3/1981 de 6 de abril. Indique la respuesta correcta en 

base a lo establecido en la citada ley orgánica. 
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a) El Defensor del Pueblo es el alto comisionado de las Cortes Generales designado por estas para la defensa 

de los derechos comprendidos en la Sección 1ª del Capítulo Segundo del Título I. 

b) La condición de Defensor del Pueblo es incompatible, entre otros, con todo mandato imperativo, con todo 

cargo político o actividad de propaganda política y con la afiliación a un partido político. 

c) El Rey nombrará a los Adjuntos del Defensor del Pueblo, a propuesta de éste, previa conformidad de las 

Cámaras en la forma que determinen sus Reglamentos. 

d) El Defensor del Pueblo podrá iniciar y proseguir de oficio o a petición de parte, cualquier investigación 

conducente al esclarecimiento de los actos y resoluciones de la Administración Pública y sus agentes, en 

relación con los ciudadanos, a la luz de lo dispuesto en el art. 103.1 de la CE y el respeto debido a los derechos 

proclamados en su Título I. 

 

8. Según el artículo 126 del Reglamento del Congreso de los Diputados, señale la respuesta correcta sobre las 

proposiciones de ley. 

a) Las proposiciones de ley del Congreso podrán ser adoptadas a iniciativa de: 1º. Un Diputado con la firma de 

otros catorce miembros de ambas Cámaras, 2º. Un Grupo Parlamentario con la sola firma de su portavoz. 

b) Ejercitada la iniciativa, la Mesa del Congreso ordenará la publicación de la proposición de ley y su remisión al 

Senado para que manifieste su criterio respecto a la toma en consideración, así como su conformidad o no a 

la tramitación si implicara aumento de los créditos o disminución de los ingresos presupuestarios 

c) Transcurridos veinte días sin que el Gobierno hubiera negado expresamente su conformidad a la tramitación, 

la proposición de ley quedará en condiciones de ser incluida en el orden del día del Pleno para su toma en 

consideración. Antes de iniciar el debate, se dará lectura al criterio del Gobierno, si lo hubiere. 

d) Acto seguido el Presidente preguntará si la Cámara toma o no en consideración la proposición de ley de que 

se trate. En caso afirmativo, la Mesa de la Cámara acordará su envío a la Comisión competente y la apertura 

del correspondiente plazo de presentación de enmiendas. La proposición seguirá el trámite previsto para los 

proyectos de ley. 

 

9. De acuerdo con el artículo 76 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, (en 

adelante Ley 40/2015) es cierto que: 

a) La estructura de las Delegaciones y Subdelegaciones del Gobierno se fijará por Real Decreto del Consejo de 

Ministros a propuesta del Ministerio competente por razón de la actividad, en razón de la dependencia 

orgánica del Presidente del Gobierno. 

b) Contarán, en todo caso, con una Secretaría General, dependiente de los Delegados o, en su caso, de los 

Subdelegados del Gobierno, como órgano de gestión de los servicios comunes.  

c) De la Secretaría General dependerán los distintos servicios integrados en la misma, así como aquellos otros 

servicios y unidades que se determine mediante Real Decreto. 

d) Ninguna es cierta. 

 

10. La Constitución Española delimita en su articulado el reparto de competencias entre el Estado y las 

Comunidades Autónomas. Señale la respuesta correcta, en concreto el artículo 149.3 CE establece que: 

a) Las materias atribuidas expresamente al Estado por esta Constitución podrán corresponder a las 

Comunidades Autónomas, en virtud de sus respectivos Estatutos.  

b) La competencia sobre las materias que no se hayan asumido por los Estatutos de Autonomía corresponderá 

al Estado, cuyas normas prevalecerán, en caso de conflicto, sobre las de las Comunidades Autónomas en 

todo lo que no esté atribuido a la exclusiva competencia de éstas.  

c) El derecho de las Comunidades Autónomas será, en todo caso, supletorio del derecho estatal. 

d) Todas son correctas. 

 

11.  La Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial regula la designación de los Vocales del Consejo 

General del Poder Judicial. Indique la respuesta incorrecta según lo establecido en esta ley. 

a) Los veinte Vocales del Consejo General del Poder Judicial serán designados por las Cortes Generales. 

b)  Cada una de las Cámaras elegirá, por mayoría de tres quintos de sus miembros, a diez Vocales, cuatro entre 

juristas de reconocida competencia con más de quince años de ejercicio en su profesión y seis 

correspondientes al turno judicial. 

c) Podrán ser elegidos por el turno de juristas aquellos Jueces o Magistrados que no se encuentren en servicio 

activo en la carrera judicial y que cuenten con más de quince años de experiencia profesional, teniendo en 

cuenta para ello tanto la antigüedad en la carrera judicial como los años de experiencia en otras profesiones 

jurídicas. 

d) La designación de los doce Vocales del Consejo General del Poder Judicial del turno judicial deberá respetar, 

como mínimo, la siguiente proporción: tres Magistrados del Tribunal Supremo; tres Magistrados con más de 

quince años de antigüedad en la carrera judicial y seis Jueces o Magistrados sin sujeción a antigüedad. 

 

12. Respecto al ámbito subjetivo de aplicación de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 

información pública y buen gobierno, sus disposiciones se aplicarán a…Indique la respuesta incorrecta. 

a) Las corporaciones de Derecho Público, en lo relativo a sus actividades sujetas a Derecho Administrativo. 
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b) Las entidades de Derecho Público con personalidad jurídica propia, vinculadas a cualquiera de las 

Administraciones Públicas o dependientes de ellas, excluidas las Universidades públicas. 

c) Los organismos autónomos, las Agencias Estatales, las entidades públicas empresariales y las entidades de 

Derecho Público que, con independencia funcional o con una especial autonomía reconocida por la Ley, 

tengan atribuidas funciones de regulación o supervisión de carácter externo sobre un determinado sector o 

actividad. 

d) La Casa de su Majestad el Rey, el Congreso de los Diputados, el Senado, el Tribunal Constitucional y el 

Consejo General del Poder Judicial, así como el Banco de España, el Consejo de Estado, el Defensor del 

Pueblo, el Tribunal de Cuentas, el Consejo Económico y Social y las instituciones autonómicas análogas, en 

relación con sus actividades sujetas a Derecho Administrativo. 

 

13. El III Plan de Gobierno Abierto se articula en cinco ejes, dentro de los cuales se establecen una serie de 

compromisos. En concreto, el Sistema ARCHIVE se encuentra dentro del eje: 

a) Colaboración. 

b) Participación. 

c) Transparencia. 

d) Rendición de cuentas. 

 

14. En relación al funcionamiento del Consejo de la Unión Europea es cierto que… 

a) Todos los debates y votaciones son públicos. El Consejo solamente puede votar cuando está presente la 

mayoría absoluta de sus miembros. Cada miembro del Consejo solo puede actuar en nombre de otro 

miembro. 

b) Para aprobar las decisiones, normalmente es necesario contar con una "mayoría cualificada": el 65% de los 

Estados (es decir, 16 países de los 28 miembros actuales) que representen, como mínimo, al 55% de la 

población total de la UE. Para bloquear una decisión, son necesarios al menos 4 países (que representen, 

como mínimo, al 35% de la población total de la UE). 

c) Excepción: las decisiones en temas sensibles como la política exterior y la fiscalidad deben recibir la 

aprobación de todos los países (unanimidad). 

d) Las cuestiones administrativas y de procedimiento se adoptan por mayoría simple, esto es, voto a favor de 

16 Estados miembros. 

 

15. El Real Decreto 208/1996, de 9 de febrero, por el que se regulan los servicios de información administrativa y 

atención al ciudadano, establece en relación a la información que: 

a) La información particular podrá referirse únicamente a los datos de carácter personal que afecten de alguna 

forma a la intimidad o privacidad de las personas físicas. 

b) La información general es la concerniente al estado o contenido de los procedimientos en tramitación, y a la 

identificación de las autoridades y personal al servicio de las Administración General del Estado y de las 

entidades de derecho público vinculadas o dependientes de la misma bajo cuya responsabilidad se tramiten 

aquellos procedimientos. Esta información se facilitará obligatoriamente a los ciudadanos, sin exigir para ello 

la acreditación de legitimación alguna. 

c) La información general es la información administrativa relativa, entre otros, a la identificación, fines, 

competencia, estructura, funcionamiento y localización de organismos y unidades administrativas; la referente 

a la tramitación de procedimientos, a los servicios públicos y prestaciones, así como a cualesquiera otros 

datos que aquellos tengan necesidad de conocer en sus relaciones con las Administraciones públicas, en su 

conjunto, o con alguno de sus ámbitos de actuación. 

d) Todas son ciertas. 

 

16. El Real Decreto 951/2005, de 29 de julio, por el que se establece el marco general para la mejora de la calidad 
en la Administración General del estado, recoge en su artículo 3 los programas de calidad que integran el 
marco general para la mejora de la calidad en la AGE, que son, entre otros: 

a) Programa de análisis de la demanda y de evaluación de la satisfacción de los usuarios de los servicios. 
b) Programa de cartas de quejas y sugerencias. 
c) Programa de reconocimiento del Observatorio de la Calidad de los Servicios Públicos. 
d) Todos ellos lo son. 

 
17.  El artículo 12 de la Ley Orgánica 4/2001, de 12 de noviembre, reguladora del derecho de petición regula la 

protección jurisdiccional relativa a este derecho. Indique la respuesta correcta en base al mismo. 

a) El derecho de petición es susceptible de tutela judicial mediante las vías establecidas en el artículo 53.2 de la 

Constitución, sin perjuicio de cualesquiera otras acciones que el peticionario estime procedentes.  

b) Podrán ser objeto de recurso contencioso-administrativo, por el procedimiento de protección jurisdiccional de 

los derechos fundamentales de la persona, establecido en los artículos 114 y siguientes de la Ley 29/1998, 

de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa: La declaración de inadmisibilidad de 

la petición, la omisión de la obligación de contestar en el plazo establecido, la ausencia en la contestación de 

los requisitos mínimos establecidos en el artículo anterior. 

c) Ambas son correctas. 
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d) Ambas son incorrectas. 

 

18. Conforme a lo establecido en la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español, en su artículo 

49, señale la respuesta correcta. 

a) Forman parte del Patrimonio Documental los documentos de cualquier época generados, conservados o 

reunidos en el ejercicio de su función por cualquier organismo o entidad de carácter público, por las personas 

jurídicas en cuyo capital participe mayoritariamente el Estado u otras entidades públicas y por las personas 

privadas, físicas o jurídicas, gestoras de servicios públicos en lo relacionado con la gestión de dichos servicios. 

b)  Forman igualmente parte del Patrimonio Documental los documentos con una antigüedad superior a los 

cincuenta años generados, conservados o reunidos en el ejercicio de sus actividades por las entidades y 

asociaciones de carácter político, sindical o religioso y por las entidades, fundaciones y asociaciones 

culturales y educativas de carácter privado. 

c) Integran asimismo el Patrimonio Documental los documentos con una antigüedad superior a los cien años 

generados, conservados o reunidos por cualesquiera personas físicas o jurídicas en el ejercicio de sus 

actividades privadas. 

d) La Administración del Estado podrá declarar constitutivos del Patrimonio Documental aquellos otros 

documentos que, alcanzando la antigüedad indicada en los apartados anteriores, merezcan dicha 

consideración. 

 

19. La Certificación de acto producido por silencio administrativo se considera, según el “Manual de documentos 

administrativos” presente en la página Web de Punto General de la Administración “administracion.gob.es”: 

a) Documento de terminación. 

b) Documento de instrucción. 

c) Documento de juicio. 

d) Ninguna es correcta. 

 

20. Señale la respuesta correcta. Son funciones del Archivo: 

a) Recibir: consiste en la recepción, en las instalaciones del Archivo, de la documentación tramitada y recibida 

por la institución u organismo titular del Archivo 

b) Conservar: necesidad de custodiar la documentación transferida en las mejores condiciones, es decir 

garantizando la mayor seguridad y en el orden más adecuado 

c) Servir: Capacidad del Archivo para facilitar información extraída de sus propios fondos documentales 

d) Todas con funciones del Archivo. 

 

21. En el artículo 27 de la Ley 39/2015 de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas, (en adelante Ley 39/2015) se regula la validez y eficacia de las copias realizadas 

por las Administraciones Públicas. Indique la respuesta incorrecta en base al citado artículo. 

a) Las copias electrónicas de un documento electrónico original o de una copia electrónica auténtica, con o sin 

cambio de formato, deberán incluir los metadatos que acrediten su condición de copia y que se visualicen al 

consultar el documento. 

b) Las copias electrónicas de documentos en soporte papel o en otro soporte no electrónico susceptible de 

digitalización, requerirán que el documento haya sido digitalizado y deberán incluir los metadatos que 

acrediten su condición de copia y que se visualicen al consultar el documento. Se entiende por digitalización, 

el proceso tecnológico que permite convertir un documento en soporte papel o en otro soporte no electrónico 

en un fichero electrónico que contiene la imagen codificada, fiel e íntegra del documento. 

c) Las copias en soporte electrónico de documentos en papel requerirán que en las mismas figure la condición 

de copia y contendrán un código generado electrónicamente u otro sistema de verificación, que permitirá 

contrastar la autenticidad de la copia mediante el acceso a los archivos electrónicos del órgano u Organismo 

público emisor. 

d) Las copias en soporte papel de documentos originales emitidos en dicho soporte se proporcionarán mediante 

una copia auténtica en papel del documento electrónico que se encuentre en poder de la Administración o 

bien mediante una puesta de manifiesto electrónica conteniendo copia auténtica del documento original. 

 

22. La Ley 40/2015, regula en el artículo 46 el archivo electrónico de documentos. Señale la respuesta incorrecta 

según este artículo. 

a) Todos los documentos utilizados en las actuaciones administrativas se almacenarán por medios electrónicos, 

salvo cuando no sea posible. 

b) Los documentos electrónicos que contengan actos administrativos que afecten a derechos o intereses de los 

interesados en el procedimiento deberán conservarse en soportes de esta naturaleza, ya sea en el mismo 

formato a partir del que se originó el documento o en otro cualquiera que asegure la identidad e integridad de 

la información necesaria para reproducirlo. Se asegurará en todo caso la posibilidad de trasladar los datos a 

otros formatos y soportes que garanticen el acceso desde diferentes aplicaciones. 

c) Los medios o soportes en que se almacenen documentos, deberán contar con medidas de seguridad, de 

acuerdo con lo previsto en el Esquema Nacional de Seguridad, que garanticen la integridad, autenticidad, 

confidencialidad, calidad, protección y conservación de los documentos almacenados.  
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d) En particular, asegurarán la identificación de los usuarios y el control de accesos, el cumplimiento de las 

garantías previstas en la legislación de protección de datos, así como la recuperación y conservación a largo 

plazo de los documentos electrónicos producidos por las Administraciones Públicas que así lo requieran, de 

acuerdo con las especificaciones sobre el ciclo de vida de los servicios y sistemas utilizados. 

 

23. El Punto de Acceso General de la Administración General del Estado, regulado en la Orden HAP/1949/2014, de 

13 de octubre, dispone de unos contenidos específicos, entre los cuales no se encuentra: 

a) Dirección Electrónica Habilitada. 

b) Registro Electrónico de Apoderamientos. 

c) Registro de Funcionarios de Carrera. 

d) Servicios que requieran de autenticación de la administración y/o del ciudadano como la inscripción en 

pruebas selectivas, cambio de domicilio y notificaciones electrónicas, entre otros. 

 

24. Indique la definición correcta acorde al artículo 4 del Reglamento (UE) 2016/679, de 27 de abril, relativo a la 

Protección de las personas físicas en lo que respecta al Tratamiento de datos personales y a la libre circulación 

de estos datos. 

a) «responsable del tratamiento» o «responsable»: la persona física o jurídica, autoridad pública, servicio u otro 

organismo que, solo o junto con otros, determine los fines y medios del tratamiento; si el Derecho de la Unión 

o de los Estados miembros determina los fines y medios del tratamiento, el responsable del tratamiento o los 

criterios específicos para su nombramiento podrá establecerlos el Derecho de la Unión o de los Estados 

miembros. 

b) «tercero»: la persona física o jurídica, autoridad pública, servicio u otro organismo que trate datos personales 

por cuenta del responsable del tratamiento. 

c) «destinatario»: persona física o jurídica, autoridad pública, servicio u organismo distinto del interesado, del 

responsable del tratamiento, del encargado del tratamiento y de las personas autorizadas para tratar los datos 

personales bajo la autoridad directa del responsable o del encargado. 

d) «encargado del tratamiento» o «encargado»: la persona física o jurídica, autoridad pública, servicio u otro 

organismo al que se comuniquen datos personales. No obstante, no se considerarán encargados las 

autoridades públicas que puedan recibir datos personales en el marco de una investigación concreta de 

conformidad con el Derecho de la Unión o de los Estados miembros; el tratamiento de tales datos por dichas 

autoridades públicas será conforme con las normas en materia de protección de datos aplicables a los fines 

del tratamiento. 

 

25. Según lo establecido en la Constitución Española, señale cuál de las siguientes materias no requiere 

regulación mediante ley orgánica: 

a) Suspensión individual de derechos. 

b) Iniciativa legislativa popular. 

c) Autorización para la celebración de tratados internacionales, atribuyendo a una organización o institución 

internacional el ejercicio de las competencias derivadas de la Constitución. 

d) Leyes de transferencia de materias competencia de las Comunidades Autónomas. 

 

26. En virtud del principio de legalidad, la actividad administrativa está sometida a la ley. ¿En qué artículo de la 

Constitución Española se recoge este principio? 

a) 105 a) 

b) 103 

c) 106 

d) 9.2 

 

27. Conforme al artículo 9 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-

administrativa, conocerán de los recursos que se deduzcan frente a los actos administrativos que tengan por 

objeto, en primera o única instancia, ir contra las resoluciones dictadas por los Ministros y Secretarios de 

Estado en materia de responsabilidad patrimonial cuando lo reclamado no exceda de 30.050 euros: 

a) Juzgados Centrales de lo Contencioso-administrativo. 

b) Salas de lo Contencioso-administrativo de los Tribunales Superiores de Justicia. 

c) Juzgados de lo Contencioso-administrativo. 

d) Ninguno de los anteriores. 

 

28. Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de protección integral contra la Violencia de Género, 

regula la asistencia jurídica a las víctimas de violencia de género en el artículo 20. Señale la respuesta correcta 

en base a este artículo. 

a) Las víctimas de violencia de género tienen derecho a recibir asesoramiento jurídico gratuito en el momento 

inmediatamente previo a la interposición de la demanda.  

b) Las víctimas de violencia de género tienen derecho a la defensa y representación gratuitas por abogado y 

procurador en todos los procesos y procedimientos penales que tengan causa directa o indirecta en la 

violencia padecida.  
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c) En todo caso, se garantizará la defensa jurídica, gratuita y especializada de forma inmediata a todas las 

víctimas de violencia de género que lo soliciten. 

d) Todas las respuestas son correctas. 

 

29. De acuerdo con el artículo 26 de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal 

y Atención a las personas en situación de dependencia, la situación de dependencia se clasificará en los 

siguientes grados: 

a) Grado I. Dependencia moderada: cuando la persona necesita ayuda para realizar varias actividades básicas 

de la vida diaria, al menos una vez al día o tiene necesidades de apoyo intermitente o limitado para su 

autonomía personal. 

b) Grado II. Invalidez: cuando la persona necesita ayuda para realizar varias actividades básicas de la vida diaria 

dos o tres veces al día, pero no quiere el apoyo permanente de un cuidador o tiene necesidades de apoyo 

extenso para su autonomía personal. 

c) Grado III. Dependencia severa: cuando la persona necesita ayuda para realizar varias actividades básicas de 

la vida diaria varias veces al día y, por su pérdida total de autonomía física, mental, intelectual o sensorial, 

necesita el apoyo indispensable y continuo de otra persona o tiene necesidades de apoyo generalizado para 

su autonomía personal. 

d) Todas las respuestas son correctas. 

 

30. Acerca de los actos administrativos y en relación con la forma, en los casos en que los órganos administrativos 

ejerzan su competencia de forma verbal, según el artículo 36 de la Ley 39/2015 es cierto que: 

a) La constancia escrita del acto, cuando sea necesaria, se efectuará y firmará por quien tenga atribuida la 

competencia o funcionario que la reciba oralmente, expresando en la comunicación del mismo la autoridad 

de la que procede.  

b) Si se tratara de resoluciones, el titular del órgano administrativo deberá autorizar una relación de las que haya 

dictado de forma verbal, con expresión de su contenido. 

c) La constancia escrita del acto, cuando sea necesaria, se efectuará y firmará por el titular del órgano inferior o 

funcionario que la reciba oralmente, expresando en la comunicación del mismo la autoridad de la que procede.  

d) Si se tratara de notificaciones, el titular de la competencia deberá autorizar una relación de las que haya 

dictado de forma verbal, con expresión de su contenido. 

 

31. El artículo 55 de la Ley 39/2015 regula la información y actuaciones previas del procedimiento administrativo. 

Indique la respuesta correcta según el citado artículo. 

a) Con anterioridad al inicio del procedimiento, el órgano competente deberá abrir un período de información o 

actuaciones previas con el fin de conocer las circunstancias del caso concreto y la conveniencia o no de iniciar 

el procedimiento. 

b) En el caso de procedimientos de naturaleza sancionadora las actuaciones previas se orientarán a determinar, 

con la mayor precisión posible, los hechos susceptibles de motivar la incoación del procedimiento, la 

identificación de la persona o personas que pudieran resultar responsables y las circunstancias relevantes 

que concurran en unos y otros. 

c) Las actuaciones previas serán realizadas por la persona u órgano administrativo que se determine por el 

órgano competente para la iniciación o resolución del procedimiento y, en defecto de éstos por los órganos 

que tengan atribuidas funciones de investigación, averiguación e inspección en la materia,  

d) En el caso de procedimientos de naturaleza patrimonial las actuaciones previas se orientarán a determinar, 

con la mayor precisión posible, los hechos susceptibles de motivar la incoación del procedimiento, la 

identificación de la persona o personas que pudieran resultar responsables y las circunstancias relevantes 

que concurran en unos y otros. 

 

32. El artículo 57 de la Ley 39/2015 establece que el órgano administrativo que inicie o tramite un procedimiento, 

cualquiera que haya sido la forma de su iniciación, podrá disponer, de oficio o a instancia de parte, su 

acumulación a otros con los que guarde identidad sustancial o íntima conexión, siempre que sea el mismo 

órgano quien deba tramitar y resolver el procedimiento. Contra el acuerdo de acumulación… 

a) Cabrá recurso potestativo de reposición. 

b) Cabrá recurso extraordinario de revisión. 

c) Se podrá recurrir en alzada ante el órgano superior jerárquico del que los dictó. 

d) No procederá recurso alguno. 

 

33. En relación al acuerdo de iniciación en los procedimientos de naturaleza sancionadora contemplado en el 

artículo 64 de la Ley 39/2015, indique la respuesta correcta. El acuerdo de iniciación deberá contener al menos 

(entre otros): 

a) Identificación de la persona o personas presuntamente responsables. 

b) Los hechos que motivan la incoación del procedimiento, su calificación inicial en todo caso y las sanciones 

que pudieran corresponder, sin perjuicio de lo que resulte de la instrucción. 

c) Identificación del órgano competente para la resolución y, en su caso, Secretario del procedimiento, con 

expresa indicación del régimen de recusación de los mismos. 
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d) Órgano competente para la instrucción del procedimiento y norma que le atribuya tal competencia, indicando 

la posibilidad de que el presunto responsable pueda reconocer voluntariamente su responsabilidad. 

 

34. Según lo establecido en el artículo 75 de la Ley 39/2015 sobre los actos de instrucción, señale la respuesta 

incorrecta: 

a) Los actos de instrucción necesarios para la determinación, conocimiento y comprobación de los hechos en 

virtud de los cuales deba pronunciarse la resolución, se realizarán de oficio y a través de medios electrónicos, 

por el órgano que tramite el procedimiento, sin perjuicio del derecho de los interesados a proponer aquellas 

actuaciones que requieran su intervención o constituyan trámites legal o reglamentariamente establecidos. 

b) Las aplicaciones y sistemas de información utilizados para la instrucción de los procedimientos deberán 

garantizar el control de los tiempos y plazos, la identificación de los órganos responsables y la tramitación 

ordenada de los procedimientos, así como facilitar la simplificación y la publicidad de los actos administrativos. 

c) Los actos de instrucción que requieran la intervención de los interesados habrán de practicarse en la forma 

que resulte más conveniente para ellos y sea compatible, en la medida de lo posible, con sus obligaciones 

laborales o profesionales. 

d) El órgano instructor adoptará las medidas necesarias para lograr el pleno respeto a los principios de 

contradicción y de igualdad de los interesados en el procedimiento, en cualquier caso. 

 

35. Indique la respuesta correcta. Conforme al artículo 125 de la Ley 39/2015, contra ciertos actos podrá 

interponerse el recurso extraordinario de revisión por error de hecho cuando concurra alguna de las siguientes 

circunstancias: 

a) Que la resolución se hubiese dictado como consecuencia de un delito de prevaricación. 

b) La anterior es correcta y también en el caso de haberse adoptado por cohecho. 

c) Que resulte de los propios documentos incorporados en el expediente. 

d) Que aparezcan documentos declarados falsos con anterioridad a la sentencia que evidencien el error. 

 

36. El procedimiento para la exigencia de la responsabilidad al que se refieren los apartados 2 y 3 del artículo 36 

de la Ley 40/2015, se sustanciará conforme a lo dispuesto en la Ley de Procedimiento Administrativo Común 

de las Administraciones Públicas y se iniciará por acuerdo del órgano competente que se notificará a los 

interesados y que constará, al menos, de los siguientes trámites (entre otros). Señale la respuesta correcta: 

a) Audiencia durante un plazo de quince días. 

b) Práctica de las pruebas admitidas y cualesquiera otras que el órgano competente estime oportunas durante 

un plazo de quince días. 

c) Alegaciones durante un plazo de diez días. 

d) Resolución en un plazo de cinco días a contar desde la finalización del trámite de audiencia. 

 

37. Acerca de la indemnización por responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas, según 

establece la Ley 40/2015 en su artículo 34, indique la respuesta incorrecta: 

a) Solo serán indemnizables las lesiones producidas al particular provenientes de daños que este no tenga el 

deber jurídico de soportar de acuerdo con la ley. 

b) Si la lesión es consecuencia de la aplicación de una norma con rango de ley declarada inconstitucional, 

procederá su indemnización cuando el particular haya obtenido, en cualquier instancia, sentencia firme 

desestimatoria de un recurso contra la actuación administrativa que ocasionó el daño, siempre que se hubiera 

alegado la inconstitucionalidad posteriormente declarada. En este caso serán indemnizables los daños 

producidos en el plazo de los cinco años anteriores a la fecha de la publicación de la sentencia que declare 

la inconstitucionalidad de la norma con rango de ley. 

c) La cuantía de la indemnización se calculará con referencia al día en que se determinó el alcance de la lesión, 

sin perjuicio de su actualización a la fecha en que se ponga fin al procedimiento de responsabilidad con arreglo 

al Índice de Garantía de la Competitividad, fijado por el Instituto Nacional de Estadística, y de los intereses 

que procedan por demora en el pago de la indemnización fijada, los cuales se exigirán con arreglo a lo 

establecido en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, o, en su caso, a las normas 

presupuestarias de las Comunidades Autónomas. 

d) La indemnización se calculará con arreglo a los criterios de valoración establecidos en la legislación fiscal, de 

expropiación forzosa y demás normas aplicables, ponderándose, en su caso, las valoraciones predominantes 

en el mercado. En los casos de muerte o lesiones corporales se podrá tomar como referencia la valoración 

incluida en los baremos de la normativa vigente en materia de Seguros obligatorios y de la Seguridad Social. 

 

38. Según la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, (en adelante Ley 9/2017), señale la 

respuesta correcta en relación al régimen jurídico de los contratos. 

a) En cuanto a su preparación, adjudicación, efectos, modificación y extinción, a los contratos administrativos 

especiales les serán de aplicación, en primer término, sus normas específicas. 

b) Los contratos administrativos se regirán, en cuanto a su preparación, adjudicación, efectos, modificación y 

extinción, por esta Ley y sus disposiciones de desarrollo; supletoriamente se aplicarán las restantes normas 

de derecho administrativo y, en su defecto, las normas de derecho privado. 
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c) Los contratos privados, en cuanto a su preparación y adjudicación y en defecto de normas específicas se 

rigen por la LCSP y sus disposiciones de desarrollo, aplicándose supletoriamente las restantes normas de 

derecho administrativo o, en su caso, las normas de derecho privado, según corresponda por razón del sujeto 

o entidad contratante. 

d) Todas son correctas. 

 

39. Continuando con la Ley 9/2017, en relación a los contratos sujetos a una regulación armonizada y los umbrales 

de los tipos de contratos a efectos de la contratación del sector público, es cierto que estarán sujetos a 

regulación armonizada: 

a) Los contratos de suministro cuyo valor estimado sea igual o superior a la cantidad de 144.000 euros, cuando 

se trate de contratos adjudicados por la Administración General del Estado, sus Organismos Autónomos, o 

las Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social. 

b) Los contratos de servicios cuyo valor estimado sea igual o superior a la cantidad de 221.000 euros, cuando 

los contratos hayan de adjudicarse por entidades del sector público distintas a la Administración General del 

Estado, sus Organismos Autónomos o las Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social. 

c) Los contratos de obras, de concesión de obras y de concesión de servicios cuyo valor estimado sea igual o 

superior a 5.548.000 euros. 

d) Todas son ciertas. 

 

40.  El artículo 159 de la Ley 9/2017 regula el procedimiento abierto simplificado, según el cual, los órganos de 

contratación podrán acordar la utilización de un procedimiento abierto simplificado en los contratos de obras, 

suministro y servicios cuando se cumplan las dos condiciones siguientes: 

a) Que su valor estimado sea igual o inferior a 2.000.000 de euros en el caso de contratos de obras, y en el caso 

de contratos de suministro y de servicios, que su valor estimado sea igual o inferior a 80.000 euros. Que entre 

los criterios de adjudicación previstos en el pliego no haya ninguno evaluable mediante juicio de valor o, de 

haberlos, su ponderación no supere el veinticinco por ciento del total, salvo en el caso de que el contrato 

tenga por objeto prestaciones de carácter intelectual, como los servicios de ingeniería y arquitectura, en que 

su ponderación no podrá superar el cuarenta y cinco por ciento del total. 

b) Que su valor estimado sea igual o inferior a 2.000.000 de euros en el caso de contratos de obras, y en el caso 

de contratos de suministro y de servicios, que su valor estimado sea igual o inferior a 100.000 euros. Que 

entre los criterios de adjudicación previstos en el pliego no haya ninguno evaluable mediante juicio de valor 

o, de haberlos, su ponderación no supere el veinticinco por ciento del total, salvo en el caso de que el contrato 

tenga por objeto prestaciones de carácter intelectual, como los servicios de ingeniería y arquitectura, en que 

su ponderación no podrá superar el treinta y cinco por ciento del total. 

c) Que su valor estimado sea igual o inferior a 2.000.000 de euros en el caso de contratos de obras, y en el caso 

de contratos de suministro y de servicios, que su valor estimado sea igual o inferior a 100.000 euros. Que 

entre los criterios de adjudicación previstos en el pliego no haya ninguno evaluable mediante juicio de valor 

o, de haberlos, su ponderación no supere el veinticinco por ciento del total, salvo en el caso de que el contrato 

tenga por objeto prestaciones de carácter intelectual, como los servicios de ingeniería y arquitectura, en que 

su ponderación no podrá superar el cuarenta y cinco por ciento del total. 

d) Ninguna es correcta. 

 

41. En relación al procedimiento restringido, conforme al artículo 160 de la Ley 9/2017, indique la respuesta 

incorrecta: 

a) En el procedimiento restringido cualquier empresa interesada podrá presentar una solicitud de participación 

en respuesta a una convocatoria de licitación. 

b) Solo podrán presentar proposiciones aquellos empresarios que, a su solicitud y en atención a su solvencia, 

sean seleccionados por el órgano de contratación. 

c) Los pliegos de cláusulas administrativas particulares podrán contemplar primas o compensaciones por los 

gastos en que incurran los licitadores al presentar su oferta en contratos de servicios en los casos en los que 

su presentación implique la realización de determinados desarrollos. 

d) En el pliego de cláusulas administrativas particulares se determinarán, entre otros, los aspectos económicos 

y técnicos que, en su caso, hayan de ser objeto de negociación con las empresas; la descripción de las 

necesidades de los órganos de contratación y de las características exigidas para los suministros, las obras 

o los servicios que hayan de contratarse. 

 

42. El artículo 103 de la Ley 9/2017 regula la procedencia y límites de la revisión de precios en los contratos de las 

entidades del Sector Público. Señale la respuesta incorrecta según lo establecido. 

a) Se entenderá por precio cualquier retribución o contraprestación económica del contrato, bien sean abonadas 

por la Administración o por los usuarios. 

b) En los supuestos en que proceda, el órgano de contratación podrá establecer el derecho a revisión periódica 

y predeterminada de precios y fijará la fórmula de revisión que deba aplicarse, atendiendo a la naturaleza de 

cada contrato y la estructura y evolución de los costes de las prestaciones del mismo. 

c) El pliego de cláusulas administrativas particulares deberá detallar, en tales casos, la fórmula de revisión 

aplicable, que será invariable durante la vigencia del contrato y determinará la revisión de precios en cada 
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fecha respecto a la fecha de formalización del contrato, siempre que la formalización se produzca en el plazo 

de tres meses desde la finalización del plazo de presentación de ofertas, o respecto a la fecha en que termine 

dicho plazo de tres meses si la formalización se produce con posterioridad. 

d) Ninguna es correcta. 

 

43. El Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del 

Estatuto Básico del Empleado Público, (en adelante TREBEP) dedica el artículo 10 a los funcionarios interinos. 

Indique la respuesta incorrecta según esta regulación. Son funcionarios interinos los que, por razones 

expresamente justificadas de necesidad y urgencia, son nombrados como tales para el desempeño de 

funciones propias de funcionarios de carrera, cuando se dé alguna de las siguientes circunstancias: 

a) La existencia de plazas vacantes cuando no sea posible su cobertura por funcionarios de carrera o personal 

laboral. 

b) La sustitución transitoria de los titulares. 

c) La ejecución de programas de carácter temporal, que no podrán tener una duración superior a tres años, 

ampliable hasta doce meses más por las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este 

Estatuto. 

d) El exceso o acumulación de tareas por plazo máximo de seis meses, dentro de un periodo de doce meses. 

 

44. Señale la definición correcta según el artículo 16 del TREBEP. 

a) Carrera horizontal, que consiste en el ascenso de grado, categoría, escalón u otros conceptos análogos, sin 

necesidad de cambiar de puesto de trabajo y de conformidad con lo establecido en la letra b) del artículo 17 

y en el apartado 3 del artículo 20 de este Estatuto. 

b) Carrera vertical, que consiste en la progresión en la estructura de puestos de trabajo por los procedimientos 

de provisión establecidos en el capítulo III del título V de este Estatuto. 

c) Promoción interna vertical, que consiste en el ascenso desde un cuerpo o escala de un Subgrupo, o Grupo 

de clasificación profesional en el supuesto de que éste no tenga Subgrupo, a otro superior, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 18. 

d) Promoción interna horizontal, que consiste en el acceso a cuerpos o escalas de un Subgrupo profesional a 

otro superior, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 18. 

 

45. Conforme al artículo 20 del TREBEP, la continuidad en un puesto de trabajo obtenido por concurso quedará 

vinculada a la evaluación del desempeño de acuerdo con los sistemas de evaluación que cada Administración 

Pública determine. Indique la respuesta correcta al respecto. 

a) Dándose audiencia al interesado, y por la correspondiente resolución motivada. 

b) La continuidad en un puesto de trabajo obtenido por concurso no quedará vinculada a la evaluación del 

desempeño. 

c) No es necesaria resolución motivada. 

d) Ninguna es correcta. 

 

46. De acuerdo al artículo 49 del TREBEP, en relación al permiso por adopción, por guarda con fines de adopción, 

o acogimiento, tanto temporal como permanente, señale la respuesta correcta. 

a) El cómputo del plazo se contará a elección del funcionario, a partir de la decisión administrativa de guarda 

con fines de adopción o acogimiento, o a partir de la resolución judicial por la que se constituya la adopción, 

siendo posible que un mismo menor pueda dar derecho a varios periodos de disfrute de este permiso. 

b) Si fuera necesario el desplazamiento previo de los progenitores al país de origen del adoptado, en los casos 

de adopción o acogimiento internacional, se tendrá derecho, además, a un permiso de hasta dos meses de 

duración. 

c) Con independencia del permiso de hasta dos meses previsto en la respuesta b) y para el supuesto 

contemplado en dicho párrafo, el permiso por adopción, guarda con fines de adopción o acogimiento, tanto 

temporal como permanente, podrá iniciarse hasta dos semanas antes de la resolución judicial por la que se 

constituya la adopción o la decisión administrativa o judicial de acogimiento. 

d) Todas son correctas. 

 

47. De acuerdo al artículo 87 del TREBEP, los funcionarios de carrera serán declarados en situación de servicios 

especiales en ciertos casos. Señale cuál no es uno de los contemplados en el citado artículo. 

a) Cuando sean designados miembros del Gobierno o de los órganos de gobierno de las comunidades 

autónomas y ciudades de Ceuta y Melilla, miembros de las Instituciones de la Unión Europea o de las 

organizaciones internacionales, o sean nombrados altos cargos de las citadas Administraciones Públicas o 

Instituciones. 

b) Cuando sean autorizados para realizar una misión por periodo determinado superior a doce meses en 

organismos internacionales, gobiernos o entidades públicas extranjeras o en programas de cooperación 

internacional. 

c) Cuando sean nombrados para desempeñar puestos o cargos en organismos públicos o entidades, 

dependientes o vinculados a las Administraciones Públicas que, de conformidad con lo que establezca la 

respectiva Administración Pública, estén asimilados en su rango administrativo a altos cargos. 
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d) Cuando se desempeñen responsabilidades de miembros de los órganos locales para el conocimiento y la 

resolución de las reclamaciones económico-administrativas. 

 

48. Señale la respuesta incorrecta. El Real Decreto 364/1995, de 10 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento 

General de Ingreso del personal al servicio de la AGE y de Provisión de puestos de trabajo y Promoción 

profesional de los Funcionarios Civiles de la AGE, establece en su artículo 16 que las convocatorias deberán 

contener, al menos, (entre otras) las siguientes circunstancias: 

a) Declaración expresa de que no se podrá declarar superado el proceso selectivo a un número de aspirantes 

inferior al de plazas convocadas. 

b) Pruebas selectivas que hayan de celebrarse y, en su caso, relación de méritos que han de ser tenidos en 

cuenta en la selección. 

c) Duración máxima del proceso de celebración de los ejercicios. Desde la total conclusión de un ejercicio o 

prueba hasta el comienzo del siguiente deberá transcurrir un plazo mínimo de setenta y dos horas y máximo 

de cuarenta y cinco días naturales. 

d) Determinación, en su caso, de las características, duración, plazo máximo para el comienzo y centro u órgano 

responsable de la evaluación del período de prácticas o curso selectivo. 

 

49. Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General 

De La Seguridad Social. En relación al campo de aplicación de la LGSS, indique la respuesta incorrecta. 

Estarán comprendidos en el sistema de la Seguridad Social, a efectos de las prestaciones contributivas, 

cualquiera que sea su sexo, estado civil y profesión, los españoles que residan en España y los extranjeros 

que residan o se encuentren legalmente en España, siempre que, en ambos supuestos, ejerzan su actividad 

en territorio nacional y estén incluidos en alguno de los apartados siguientes: 

a) Trabajadores por cuenta ajena o autónomos, sean o no titulares de empresas individuales o familiares, 

mayores de dieciocho años, que reúnan los requisitos que de modo expreso se determinen en esta ley y en 

su normativa de desarrollo. 

b) Socios trabajadores de cooperativas de trabajo asociado. 

c) Estudiantes. 

d) Funcionarios públicos, civiles y militares. 

 

50. Conforme a las bases de cotización por contingencias comunes del Régimen General de la Seguridad Social 

para el año 2018, señale la respuesta correcta. 

a) La base máxima para el Grupo 7 será de 3.751,20 

b) La base mínima para el Grupo 1 será de 1.199,10 

c) La base máxima para el Grupo 3 será de 864,90 

d) Todas son correctas. 

 

51. El III Convenio Único para el personal laboral de la Administración General del Estado regula en su artículo 3 

la  Comisión de Interpretación, Vigilancia, Estudio y Aplicación (CIVEA). Indique la respuesta incorrecta en 

relación a esta Comisión. 

a) En todo caso, la Comisión se reunirá con carácter ordinario al menos una vez al mes y, con carácter 

extraordinario, cuando lo solicite al menos siete de los componentes de la parte social o la Administración. 

b) Los acuerdos deberán adoptarse por más del 40% de cada una de las dos representaciones de la Comisión, 

siendo de carácter obligatorio y vinculantes para ambas partes, teniendo el mismo valor que el Convenio 

Colectivo y pasarán a integrarse en su articulado con la naturaleza obligacional o normativa según 

corresponda, siendo objeto de inscripción en el Registro Central de Convenios y publicándose, si así se 

acuerda, en el «Boletín Oficial del Estado».  

c) Los plazos para alcanzar los acuerdos deberán adaptarse a los criterios de celeridad, simplificación, 

sumariedad y objetividad. Los acuerdos se recogerán en actas y se les dará la debida publicidad en los 

correspondientes centros de trabajo. 

d) Los acuerdos de carácter o contenido económico requerirán la preceptiva aprobación de la Comisión Ejecutiva 

de la Comisión Interministerial de Retribuciones. 

 

52. Señale la respuesta correcta en relación al artículo 134 de la Constitución Española. 

a) Los Presupuestos Generales del Estado tendrán carácter anual o plurianual, incluirán la totalidad de los gastos 

e ingresos del sector público estatal y en ellos se consignará el importe de los beneficios fiscales que afecten 

a los tributos del Estado. 

b) El Gobierno deberá presentar ante las Cortes Generales los Presupuestos Generales del Estado al menos 

tres meses antes de la expiración de los del año anterior. 

c) Aprobados los Presupuestos Generales del Estado, el Gobierno podrá presentar proposiciones de ley que 

impliquen aumento del gasto público o disminución de los ingresos correspondientes al mismo ejercicio 

presupuestario. 

d) Toda proposición o enmienda que suponga aumento de los créditos o disminución de los ingresos 

presupuestarios requerirá la conformidad del Gobierno para su tramitación. 
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53. En relación a los principios contenidos en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria 

y Sostenibilidad Financiera, indique la respuesta incorrecta. 

a) Se entenderá por estabilidad presupuestaria de las Administraciones Públicas la situación de equilibrio o 

superávit estructural. 

b) Se entenderá por responsabilidad financiera la capacidad para financiar compromisos de gasto presentes y 

futuros dentro de los límites de déficit, deuda pública y morosidad de deuda comercial conforme a lo 

establecido en esta Ley, la normativa sobre morosidad y en la normativa europea. 

c) La gestión de los recursos públicos estará orientada por la eficacia, la eficiencia, la economía y la calidad, a 

cuyo fin se aplicarán políticas de racionalización del gasto y de mejora de la gestión del sector público. 

d) Las políticas de gasto público deberán encuadrarse en un marco de planificación plurianual y de programación 

y presupuestación, atendiendo a la situación económica, a los objetivos de política económica y al 

cumplimiento de los principios de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera. 

 

54. En base a la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria y al contenido del artículo 37, señale la 

respuesta incorrecta. Al proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado se acompañará (entre otros) 

la siguiente documentación complementaria: 

a)  Las memorias descriptivas de los programas de gasto y sus objetivos anuales. 

b) Un anexo con el desarrollo económico de los créditos, por centros gestores de gasto. 

c) Un anexo, de carácter plurianual de los proyectos de gasto público, que incluirá su clasificación territorial. 

d) La liquidación de los presupuestos del año anterior y un avance de la liquidación del ejercicio corriente. 

 

55. Conforme al artículo 40 de la Ley 47/2003 que establece la estructura de los estados de gastos de los 

Presupuesto Generales del Estado, señale la respuesta incorrecta, dentro de la clasificación económica. 

a) La clasificación económica, agrupará los créditos por capítulos separando las operaciones corrientes, las de 

capital, las financieras y el Fondo de Contingencia de ejecución presupuestaria. 

b) En los créditos para operaciones corrientes se distinguirán los gastos de personal, los gastos corrientes en 

bienes y servicios, los gastos financieros y las transferencias corrientes. 

c) En los créditos para operaciones financieras se distinguirán las inversiones reales y las transferencias de 

capital. 

d) Con independencia de la estructura presupuestaria, los créditos se identificarán funcionalmente de acuerdo 

con su finalidad, deducida del programa en que aparezcan o, excepcionalmente, de su propia naturaleza, al 

objeto de disponer de una clasificación funcional del gasto. 

 

56. Continuando con la Ley 47/2003, el artículo 47 está dedicado a los compromisos de gasto de carácter 

plurianual. Señale la respuesta correcta al respecto. Podrán adquirirse compromisos de gastos que hayan de 

extenderse a ejercicios posteriores a aquel en que se autoricen, siempre que su ejecución se inicie en el propio 

ejercicio y que no superen los límites y anualidades siguientes: 

a) El número de ejercicios a que pueden aplicarse los gastos no será superior a cuatro. El gasto que se impute 

a cada uno de los ejercicios posteriores no podrá exceder de la cantidad que resulte de aplicar al crédito inicial 

a que corresponda la operación los siguientes porcentajes: en el ejercicio inmediato siguiente, el 70 por ciento, 

en el segundo ejercicio, el 60 por ciento, y en los ejercicios tercero y cuarto, el 50 por ciento. 

b) El número de ejercicios a que pueden aplicarse los gastos no será superior a tres. El gasto que se impute a 

cada uno de los ejercicios posteriores no podrá exceder de la cantidad que resulte de aplicar al crédito inicial 

a que corresponda la operación los siguientes porcentajes: en el ejercicio inmediato siguiente, el 70 por ciento, 

en el segundo ejercicio, el 60 por ciento, y en el ejercicio tercero, el 50 por ciento. 

c) En ningún caso podrán adquirirse compromisos de gastos que hayan de extenderse a ejercicios posteriores 

a aquel en que se autoricen. 

d) Ninguna respuesta es correcta. 

 

57. Orden de 1 de febrero de 1996 por la que se aprueba la Instrucción de Operatoria Contable a seguir en la 

Ejecución del Gasto del Estado. Regla 4. Prórroga del Presupuesto de Gastos. Indique la respuesta incorrecta. 

a) Si al inicio de un ejercicio no se hubiera aprobado aún la correspondiente Ley de Presupuestos, se procederá 

a la prórroga automática de los presupuestos del ejercicio anterior, tal como se establece en el artículo 56 del 

texto refundido de la Ley General Presupuestaria. 

b) La carga del presupuesto prorrogado se efectuará por los importes de los créditos iniciales del ejercicio 

anterior menos los créditos para gastos correspondientes a servicios o programas que deban terminar en 

dicho ejercicio, tal como se determine en los acuerdos que se adopten para la justificación de la prórroga. 

Para el registro de esta operación no será necesaria la expedición de ningún documento contable específico. 

c) Cuando, posteriormente, se aprueben los nuevos presupuestos, se efectuarán los ajustes necesarios para 

adecuar el presupuesto inicialmente cargado en la prórroga al presupuesto finalmente aprobado por el 

Parlamento. 

d) El presupuesto aprobado por las Cortes producirá efectos desde el día 1 de enero del ejercicio al que 

corresponda. Los créditos incluidos en dicho presupuesto tendrán la consideración de créditos iniciales y a 

ellos se imputarán los gastos realizados con cargo a los créditos del presupuesto prorrogado. Dichos gastos 

no podrán ser superiores a los créditos finalmente aprobados. 
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58. La Ley 47/2003 regula en el artículo 167 la Auditoría de Cuentas Anuales. Indique la respuesta incorrecta en 

base a este artículo. 

a) La auditoría de las cuentas anuales es la modalidad de la auditoría de regularidad contable que tiene por 

finalidad la verificación relativa a si las cuentas anuales representan en todos los aspectos significativos la 

imagen fiel del patrimonio, de la situación financiera, de los resultados de la entidad y, en su caso, la ejecución 

del presupuesto de acuerdo con las normas y principios contables y presupuestarios que le son de aplicación 

y contienen la información necesaria para su interpretación y comprensión adecuada. 

b) Las auditorías realizadas por la Intervención General de la Administración del Estado, de las cuentas anuales 

de las entidades del sector público estatal sometidas al Plan General de Contabilidad de la empresa española 

y sus adaptaciones, comprenderán, además de la finalidad prevista en el apartado a), la revisión de que la 

información contable incluida en el informe relativo al cumplimiento de las obligaciones de carácter 

económico-financiero que asumen dichas entidades como consecuencia de su pertenencia al sector público, 

prevista en el apartado 3 del artículo 129 de esta Ley, concuerda con la contenida en las cuentas anuales. 

c) La auditoría de las cuentas anuales de las fundaciones del sector público estatal, además de la finalidad 

prevista en los apartados a) y b), verificará cuando así se determine en el plan anual de auditorías a que se 

refiere el artículo 165 de esta ley el cumplimiento de los fines fundacionales y de los principios a los que 

deberá ajustar su actividad en materia de selección de personal, contratación y disposición dineraria de fondos 

a favor de los beneficiarios cuando estos recursos provengan del sector público estatal. Asimismo, se 

extenderá a la verificación de la ejecución de los presupuestos de explotación y capital. 

d) La Intervención General de la Administración del Estado podrá extender el objeto de la auditoría de cuentas 

anuales a otros aspectos de la gestión de los entes públicos en especial aun cuando estén sometidos a 

función interventora o control financiero permanente. 

 

59. Conforme al artículo 100 de la Ley 9/2017 acerca de la determinación del valor estimado de los contratos, es 

falso que: 

a) En el caso de los contratos de obras, suministros y servicios, el órgano de contratación tomará el importe del 

presupuesto base de licitación, sin incluir el Impuesto sobre el Valor Añadido, pagadero según sus 

estimaciones. 

b) En el caso de los contratos de concesión de obras y de concesión de servicios, el órgano de contratación 

tomará el importe neto de la cifra de negocios, sin incluir el Impuesto sobre el Valor Añadido, que según sus 

estimaciones, generará la empresa concesionaria durante la ejecución del mismo como contraprestación por 

las obras y los servicios objeto del contrato, así como de los suministros relacionados con estas obras y 

servicios. 

c) En el cálculo del valor estimado deberán tenerse en cuenta, como mínimo, además de los costes derivados 

de la aplicación de las normativas laborales vigentes, otros costes que se deriven de la ejecución material de 

los servicios, los gastos generales de estructura y el beneficio industrial. 

d) Todas son ciertas. 

 

60. En relación a las garantías provisional y definitiva, según la regulación contenida en la Ley 9/2017, indique la 

respuesta correcta: 

a) En los casos en que el órgano de contratación haya acordado la exigencia de garantía provisional, en los 

pliegos de cláusulas administrativas particulares se determinará el importe de la misma, que no podrá ser 

superior a un 3 por 100 del valor estimado del contrato, excluido el Impuesto sobre el Valor Añadido y el 

régimen de su devolución.  

b) En el caso de división en lotes, la garantía provisional se fijará atendiendo exclusivamente al importe del 

presupuesto total del contrato y no en función del importe de los lotes para los que el licitador vaya a presentar 

oferta. 

c) En los acuerdos marco y en los sistemas dinámicos de adquisición, el importe de la garantía provisional, de 

exigirse, se fijará a tanto alzado por la Administración Pública, sin que en ningún caso pueda superar el 5 por 

100 del valor estimado del contrato. 

d) Los licitadores que en las licitaciones de los contratos que celebren las Administraciones Públicas, presenten 

las mejores ofertas de conformidad con lo dispuesto en el artículo 145, deberán constituir a disposición del 

órgano de contratación una garantía de un 5 por 100 del precio final ofertado por aquellos, excluido el 

Impuesto sobre el Valor Añadido. 

 

Preguntas de Reserva 

 

1. La cuantía de la prestación por incapacidad temporal consiste en un  subsidio cuyo montante se calcula 

en función de la base reguladora y de los porcentajes aplicables a la misma. Sin embargo la norma general 

de cálculo de esa base reguladora consistirá en: 

a)  Es el resultado de dividir el importe de la base de cotización del trabajador en el mes anterior al de la 

fecha de iniciación de la incapacidad por el número de días a que dicha cotización se refiere (este divisor 

será concretamente: 30, si el trabajador tiene salario mensual; 30, 31 ó 28, 29 si tiene salario diario). 

b) No obstante, si el trabajador ingresa en la empresa en el mismo mes en que se inicia la incapacidad, se 

tomará para la BR la base de cotización de dicho mes, dividida por los días efectivamente cotizados. 
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c) También, se tomará como divisor los días efectivamente cotizados, cuando el trabajador no ha 

permanecido en alta durante todo el mes natural anterior. 

d) Todas son ciertas. 

 

2. El artículo 10 de la Ley 39/2015 establece los sistemas de firma admitidos por las Administraciones 

Públicas. Señale la respuesta correcta en base a esta regulación. 

a) Los interesados podrán firmar a través de cualquier medio válido en Derecho que permita acreditar la 

autenticidad de la expresión de su voluntad y consentimiento, así como la integridad e inalterabilidad del 

documento. 

b) En el caso de que los interesados optaran por relacionarse con las Administraciones Públicas a través 

de medios electrónicos, se considerarán válidos a efectos de firma, entre otros, sistemas de sello 

electrónico reconocido o cualificado y de sello electrónico avanzado basados en certificados electrónicos 

reconocidos o cualificados de sello electrónico incluidos en la «Lista de confianza de prestadores de 

servicios de certificación». 

c) Cada Administración Pública, Organismo o Entidad podrá determinar si sólo admite los sistemas de 

identificación contemplados en esta Ley como sistema de firma cuando permitan acreditar la autenticidad 

de la expresión de la voluntad y consentimiento de los interesados. 

d) Cuando así lo disponga expresamente la normativa reguladora aplicable, las Administraciones Públicas 

podrán admitir algunos de estos sistemas para realizar determinados trámites o procedimientos de su 

ámbito de competencia. 

 

3. La Ley 40/2015 contempla los sistemas de firma para la actuación administrativa automatizada en su 

artículo 42. Indique la respuesta correcta según este artículo. En el ejercicio de la competencia en la 

actuación administrativa automatizada, cada Administración Pública podrá determinar los supuestos de 

utilización de los siguientes sistemas de firma electrónica: 

a) Sello electrónico de Administración Pública, órgano, organismo público o entidad de derecho público, 

basado en certificado electrónico reconocido o cualificado que reúna los requisitos exigidos por la 

legislación de firma electrónica. 

b) Código seguro de verificación vinculado a la Administración Pública, órgano, organismo público o entidad 

de Derecho Público, en los términos y condiciones establecidos, permitiéndose en todo caso la 

comprobación de la autenticidad del documento mediante el acceso a la sede electrónica 

correspondiente. 

c) Ambas son correctas. 

d) Ninguna es correcta. 
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D. Francisco Gutiérrez Sánchez, español mayor de edad y vecino de Pozal de las Gallinas 

(Valladolid), con población de 538 habitantes, cursa el último año de Estudios Semíticos e Islámicos 

en la Universidad Complutense de Madrid. A tal efecto requiere información relativa al número 

exacto de fieles islamistas censados dentro del territorio español así como el número total de 

masŷid (mezquitas) que hay declaradas, para poder elaborar el TFC. A fecha  23 de Marzo de 2017 

presenta solicitud de dicha información, por medios electrónicos a través de la Sede Electrónica del 

Portal del Ministerio de Interior dirigida a la Subdirección General de Protección Internacional, 

dependiente de la Subdirección General de Política Interior y Procesos Electorales,  que es División 

de  área de la Dirección General de Política interior adscrita a la Subsecretaria de Interior como así 

estructura el Real Decreto 770/2017, de 28 de julio, por el que se desarrolla la estructura orgánica 

básica del Ministerio del Interior.   

Consultada la base de datos sobre procedimientos que se pueden incoar ante el citado  organismo 

se refiere la existencia de uno de ellos denominado “Solicitud de información censal de confesiones 

religiosas” cuya duración máxima es de 4 meses. 

A fecha 28 de Julio de 2017  D. Francisco Gutiérrez Sánchez recibe notificación en su domicilio 

denegándole tal información por considerar la Subdirección General de Protección Internacional 

que no está suficientemente justificada la solicitud, del mismo modo el 29 de Julio accede a la sede 

electrónica y comprueba que el día 11 de Julio ya disponía de esta resolución . D. Francisco 

Gutiérrez Sánchez recurre la resolución considerando que es nula de Pleno derecho no 

respondiendo la administración en el plazo tasado en ley para resolver el recurso y considerando D. 

Francisco Gutiérrez Sánchez que debe de acudir a la Jurisdicción Contencioso Administrativa. 

A fecha 2 de Septiembre de 2017 presenta recurso Contencioso Administrativo ante el Juzgado de 

lo Contencioso Administrativo de Madrid. 

Tras la imposibilidad de obtener la información D. Francisco Gutiérrez Sánchez se ve impedido para 

presentar el TFC dentro del plazo establecido por la Universidad ya que la información que solicita 

solo puede ser obtenida de esta fuente. 

Finalmente EL Juzgado de lo Contencioso Administrativo nº 12 de Madrid falla estimando totalmente 

el recurso de D. Francisco Gutiérrez Sánchez y obligando a la Administración a proporcionarle dicha 

información incardinando en la sentencia la incomprensible negativa a la emisión de la información 

y personalizando la responsabilidad en D. Guillermo Arias de Soto funcionario de carrera 

perteneciente a la escala A Subescala A2. 

 

1. Según lo dispuesto en los artículos 12 y 13 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 

Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno todas las personas tienen 

derecho a acceder a la información pública, en los términos previstos en el artículo 105.b) de la 

Constitución Española y del mismo modo se entiende por información pública los contenidos 

o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en poder de alguno de los 

sujetos incluidos en el ámbito de aplicación del Título I y que hayan sido elaborados o 

adquiridos en el ejercicio de sus funciones ¿Puede limitarse el derecho de  acceso a la 

información pública? 

a) El derecho de acceso podrá ser limitado cuando acceder a la información suponga un perjuicio 

para la defensa. 

b) El derecho de acceso podrá ser limitado cuando acceder a la información suponga un perjuicio 

para la seguridad pública. 

c) A y b son ciertas 

d) Solo podrá ser limitado cuando afecte a datos de carácter personal. 

 

2. Según refiere el artículo 17 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la 

Información Pública y Buen Gobierno El procedimiento para el ejercicio del derecho de acceso 

se iniciará con la presentación de la correspondiente solicitud, que deberá dirigirse al titular del 

órgano administrativo (D. Guillermo Arias de Soto) o entidad que posea la información, pero, 

¿Está obligado D. Francisco Gutiérrez a motivar su solicitud de acceso? 

a) No está obligado a motivar su solicitud de acceso a la información 

b) La respuesta a es correcta sin embargo podrá exponer los motivos por los que solicita la 

información y que podrán ser tenidos en cuenta cuando se dicte la resolución 

c) A y b son correctas 

d) No está obligado a motivar su solicitud de acceso a la información sin embargo podrá exponer 

los motivos por los que solicita la información y que deberán ser tenidos en cuenta cuando se 

dicte la resolución. 

 

3. Consultada la base de datos sobre procedimientos que se pueden incoar ante el citado  

organismo se refiere la existencia de uno de ellos denominado “Solicitud de información censal 
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de confesiones religiosas” cuya duración máxima es de 4 meses. Según se reseña en el artículo 

21 de la ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas “El plazo máximo en el que debe notificarse la resolución expresa 

será el fijado por la norma reguladora del correspondiente procedimiento” 

a) Este plazo no podrá exceder de seis meses 

b) Respecto al plazo de la respuesta a) el plazo podrá prolongarse por norma con rango de Ley 

o cuando así venga previsto en el Derecho de la Unión Europea 

c) Cuando las normas reguladoras de los procedimientos no fijen el plazo máximo, éste será de 

tres meses 

d) Todas son ciertas 

 

4. Respecto a la pregunta anterior  estos plazos se  contarán: 

a) En los procedimientos iniciados de oficio, desde la fecha en que la solicitud haya tenido 

entrada en el registro electrónico de la Administración u Organismo competente para su 

tramitación. 

b) En los iniciados a solicitud del interesado, desde la fecha del acuerdo de iniciación. 

c) A y b ciertas 

d) A y b falsas 

 

5. En consecuencia a la pregunta anterior. Hasta que fecha dispone la Administración para 

notificar la resolución del procedimiento. 

a) Hasta el 23 de Julio de 2017, en todo caso 

b) Hasta el 24 de Julio de 2017, en todo caso 

c) Hasta el 23 de Julio de 2017 , aunque excepcionalmente, cuando se hayan agotado los 

medios personales y materiales disponibles a los que se refiere el apartado 5 del artículo 21, 

el órgano competente para resolver, a propuesta, en su caso, del órgano instructor o el 

superior jerárquico del órgano competente para resolver, podrá acordar de manera motivada 

la ampliación del plazo máximo de resolución y notificación, no pudiendo ser éste superior a 

la mitad del establecido para la tramitación del procedimiento. 

d) Ninguna es cierta 

 

6. ¿Está obligado D. Francisco Gutiérrez Sánchez a tramitar la solicitud de forma electrónica? 

a) Las personas físicas podrán elegir en todo momento si se comunican con las Administraciones 

Públicas para el ejercicio de sus derechos y obligaciones a través de medios electrónicos o 

no, salvo que estén obligadas a relacionarse a través de medios electrónicos con las 

Administraciones Públicas 

b) El medio elegido por la persona para comunicarse con las Administraciones Públicas podrá 

ser modificado por aquella en cualquier momento. 

c) Reglamentariamente, las Administraciones podrán establecer la obligación de relacionarse 

con ellas a través de medios electrónicos para determinados procedimientos y para ciertos 

colectivos de personas físicas que por razón de su capacidad económica, técnica, dedicación 

profesional u otros motivos quede acreditado que tienen acceso y disponibilidad de los medios 

electrónicos necesarios. 

d) Todas son ciertas 

 

7. D. Francisco Gutiérrez Sánchez recurre la resolución considerando que es nula de Pleno 

derecho. En base al contenido de la pregunta 2 ¿Está en lo cierto? 

a) No, ya que el acto se debe de considerar anulable ya que según refiere el artículo 48 de la ley 

39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 

Públicas, incurre en  infracción del ordenamiento jurídico. 

b) Si, ya que el acto se debe de considerar nulo ya que según refiere el artículo 48 de la ley 

39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 

Públicas es contrarios al ordenamiento jurídico al contradecir de forma expresa un precepto 

legal. 

c) No, ya que el acto se debe de considerar anulable ya que según refiere el artículo 48 de la ley 

39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 

Públicas al tener un defecto formal que genera indefensión. 

d) Ninguna es cierta 

 

8. Al haber sido notificado tanto en formato papel como en formato electrónico, a partir de qué 

momento comienza a computar el plazo para poder recurrir la resolución, teniendo en cuenta 
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que D. Francisco Gutiérrez Sánchez solicito la tramitación de procedimiento por medios 

electrónicos al presentar la solicitud. 

a)  A partir de los diez días naturales desde su recepción, el día 11 de julio, por no haber accedido  

a su contenido 

b) Desde el día siguiente a la recepción en papel el día 28 de julio ya que de las dos notificaciones 

es la primera a la que accede. 

c) El primer dia posible de presentación de recurso es el 28 de Julio y dependiendo del tipo de 

recurso administrativo se prolongara el plazo hasta el 28 de Agosto o hasta el 28 de 

Septiembre 

d) Ninguna es cierta. 

 

9. ¿Qué recurso debería de interponer D. Francisco Gutiérrez Sánchez? 

a) Alzada en el plazo de un mes al entender que no se encuentra dentro de los preceptos 

reseñados en el artículo 114 de la ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 

b) Reposición en el plazo de un mes al entender que no se encuentra dentro de los preceptos 

reseñados en el artículo 114 de la ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 

c) Alzada en el plazo de un mes al entender que no se encuentra dentro de los preceptos 

reseñados en el artículo 115 de la ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 

d) Ninguna es cierta. 

 

10. En el supuesto de que la vía administrativa se agote y se abra la Contenciosa Administrativa, 

¿de qué plazo dispone D. Francisco Gutiérrez Sánchez para interponer el recurso judicial? 

a) Tres meses 

b) Dos meses 

c) 1 mes 

d) No existe plazo 

 

11. ¿A qué norma se deberá de sujetar D. Francisco Gutiérrez Sánchez para determinar en qué 

juzgado de lo Contencioso Administrativo debe de presentar el escrito o la Demanda? Según 

refiere el artículo 14 de la Ley  29/1998 de Jurisdicción Contencioso Administrativa. 

a) Con carácter general, será competente el órgano jurisdiccional en cuya circunscripción tenga 

su sede el órgano que hubiere dictado la disposición o el acto originario impugnado. 

b) Cuando el recurso tenga por objeto actos de las Administraciones públicas en materia de 

responsabilidad patrimonial, personal, propiedades especiales y sanciones será competente, 

a elección del demandante, el juzgado o el tribunal en cuya circunscripción tenga aquél su 

domicilio o se halle la sede del órgano autor del acto originario impugnado 

c) La competencia corresponderá al órgano jurisdiccional en cuya circunscripción radiquen los 

inmuebles afectados cuando se impugnen planes de ordenación urbana y actuaciones 

urbanísticas, expropiatorias y, en general, las que comporten intervención administrativa en 

la propiedad privada. 

d) Todas son ciertas 

 

12. Según refiere el artículo 32  de la ley 40/2015 del Régimen Jurídico del Sector Público ¿Podrá D. 

Francisco Gutiérrez Sánchez solicitar responsabilidad patrimonial por el daño sufrido al no 

podrá presentar el TFC a tiempo por culpa de la Administración Publica responsable? 

a) Los particulares tendrán derecho a ser indemnizados por las Administraciones Públicas 

correspondientes, de toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, siempre 

que la lesión sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos 

salvo en los casos de fuerza mayor o de daños que el particular tenga el deber jurídico de 

soportar de acuerdo con la Ley. 

b) La anulación en vía administrativa o por el orden jurisdiccional contencioso administrativo de 

los actos o disposiciones administrativas ( como el caso que nos ocupa) supone, por sí misma, 

derecho a la indemnización 

c) En todo caso, el daño alegado habrá de ser efectivo, evaluable económicamente e 

individualizado con relación a una persona o grupo de personas. 

d) Las respuestas a) y c) son ciertas 

 

13. Los interesados sólo podrán solicitar el inicio de un procedimiento de responsabilidad 

patrimonial, cuando no haya prescrito su derecho a reclamar.  
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a) En los casos en que proceda reconocer derecho a indemnización por anulación en vía 

administrativa o contencioso-administrativa de un acto o disposición de carácter general, el 

derecho a reclamar prescribirá al año de manifestarse el acto lesivo 

b) En los casos en que proceda reconocer derecho a indemnización por anulación en vía 

administrativa o contencioso-administrativa de un acto o disposición de carácter general, el 

derecho a reclamar prescribirá al año de la curación o de la determinación de las secuelas 

c) En los casos en que proceda reconocer derecho a indemnización por anulación en vía 

administrativa o contencioso-administrativa de un acto o disposición de carácter general, el 

derecho a reclamar prescribirá al año de haberse notificado la resolución administrativa o la 

sentencia definitiva 

d) Todas son ciertas 

 

14. Según refiere el artículo 34 de la ley 40/2015 del Régimen Jurídico del Sector Público, respecto 

a la cuantía: 

a) La cuantía de la indemnización se calculará con referencia al día en que la lesión 

efectivamente se produjo, sin perjuicio de su actualización a la fecha en que se ponga fin al 

procedimiento de responsabilidad con arreglo al Precio Índice de Consumo Medio 

b) La cuantía de la indemnización se calculará con referencia al día en que la lesión 

efectivamente se produjo, sin perjuicio de su actualización a la fecha en que se ponga fin al 

procedimiento de responsabilidad con arreglo al Índice de Garantía de la Competitividad, 

fijado por el Instituto Nacional de Estadística, y de los intereses que procedan por demora en 

el pago de la indemnización fijada, los cuales se exigirán con arreglo a lo establecido en la 

Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, o, en su caso, a las normas 

presupuestarias de las Comunidades Autónomas 

c) Las respuestas a) y b) pueden ser ciertas dependiendo del caso 

d) Todas las respuestas son falsas 

 

15. Respecto a D. Guillermo Arias de Soto, ¿en qué tipo de falta habría, supuestamente, incurrido 

según refiere el Real Decreto 33/1986 de 10 de Enero Reglamento de Régimen Disciplinario de 

los Funcionarios del Civiles del Estado? 

a) Muy grave por la notoria falta de rendimiento que comporte inhibición en el cumplimiento de 

las tareas encomendadas 

b) Grave por la notoria falta de rendimiento que comporte inhibición en el cumplimiento de las 

tareas encomendadas 

c) Muy Grave por la grave perturbación del servicio 

d) Todas pueden ser ciertas. 

 

16. Según refiere el Real Decreto 33/1986 de 10 de Enero Reglamento de Régimen Disciplinario de 

los Funcionarios del Civiles del Estado, si la falta fuera grave ¿en cuánto tiempo  prescribiría el 

plazo para la incoación del procedimiento sancionador? 

a) A los 6 meses 

b) A los 6 años 

c) A los dos años 

d) A los 5 años 

 

17. Si la pregunta anterior la refiriéramos al Decreto Legislativo de Texto Refundido del Estatuto 

Básico del Empleado Público 5/2015, (contenido de su artículo 97), la respuesta sería: 

a) 1 año 

b) 2 años 

c) 3 años 

d) 6 años 

 

18. Según refiere el Real Decreto 365/1995, de 10 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de 

Situaciones Administrativas de los Funcionarios Civiles de la Administración General del 

Estado. En relación a la situación administrativa en la que se puede encontrar D. Guillermo Arias 

de Soto durante la tramitación del procedimiento sancionador, encaminado a determinar su 

posible culpabilidad en la comisión de una falta 

a) La suspensión provisional podrá acordarse preventivamente durante la tramitación de un 

procedimiento judicial o disciplinario 

b) Si durante la tramitación de un procedimiento judicial se decreta la prisión provisional de un 

funcionario u otras medidas que determinen la imposibilidad de desempeñar su puesto de 
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trabajo, se le declarará en suspensión provisional por el tiempo a que se extiendan dichas 

medidas. 

c) El suspenso provisional tendrá derecho a percibir el 75 por 100 de su sueldo, trienios y pagas 

extraordinarias, así como la totalidad de la prestación económica por hijo a cargo, excepto en 

caso de paralización del expediente imputable al interesado, que comportará la pérdida de 

toda retribución mientras se mantenga dicha paralización 

d) Todas son ciertas 

 

19. En caso de que se determine la obligación de responsabilidad patrimonial de la Administración 

Publica, ¿podrá esta revertir la responsabilidad sobre D. Guillermo Arias de Soto? (Referencia 

artículo 36 de la Ley 40/2015) 

a) La Administración correspondiente, cuando hubiere indemnizado a los lesionados, exigirá de 

oficio en vía administrativa de sus autoridades y demás personal a su servicio la 

responsabilidad en que hubieran incurrido por dolo, o culpa o negligencia graves, previa 

instrucción del correspondiente procedimiento. 

b) Para la exigencia de dicha responsabilidad y, en su caso, para su cuantificación, se 

ponderarán, entre otros, los siguientes criterios: el resultado dañoso producido, el grado de 

intensidad, la responsabilidad patrimonial del personal al servicio de las Administraciones 

públicas y su relación con la producción del resultado doloso 

c) Las respuestas a) y b) son ciertas 

d) Las respuestas a) y b) son falsas. 

 

20. El procedimiento para la exigencia de la responsabilidad al que se refieren los apartados 2 y 3, 

(del artículo 36 de la ley 40/2015)se sustanciará conforme a lo dispuesto en la Ley de 

Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas y se iniciará por 

acuerdo del órgano competente que se notificará a los interesados y que constará, al menos, 

de los siguientes trámites: 

a) Alegaciones durante un plazo de diez días 

b) Práctica de las pruebas admitidas y cualesquiera otras que el órgano competente estime 

oportunas durante un plazo de quince días. 

c) Resolución por el órgano competente en el plazo de cinco días. 

d) B) y c) son ciertas 

 

Preguntas de Reserva 

 

1. Según refiere el artículo 21 del Real Decreto 365/1995, de 10 de marzo, por el que se aprueba el 

Reglamento de Situaciones Administrativas de los Funcionarios Civiles de la Administración 

General del Estado 

a) Si durante la tramitación de un procedimiento judicial se decreta la prisión provisional de un 

funcionario u otras medidas que determinen la imposibilidad de desempeñar su puesto de 

trabajo, se le declarará en suspensión provisional por el tiempo a que se extiendan dichas 

medidas. 

b) Si durante la tramitación de un procedimiento judicial se decreta la prisión definitiva de un 

funcionario u otras medidas que determinen la imposibilidad de desempeñar su puesto de 

trabajo, se le declarará en suspensión provisional por el tiempo a que se extiendan dichas 

medidas. 

c) Si durante la tramitación de un procedimiento judicial se decreta la detención provisional de 

un funcionario u otras medidas que determinen la imposibilidad de desempeñar su puesto de 

trabajo, se le declarará en suspensión provisional por el tiempo a que se extiendan dichas 

medidas. 

d) Ninguna es cierta 

 

2. En caso de que hubiera sido responsabilidad concurrente de más de una Administración 

Pública  

a) Las Administraciones intervinientes responderán frente al particular, en todo caso, de forma 

mancomunada 

b) Las Administraciones intervinientes responderán frente al particular, en todo caso, de forma 

solidaria 

c) Las Administraciones intervinientes responderán frente al particular, en todo caso, de forma 

subsidiaria 

d) Ninguna es cierta 
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3. Según refiere Decreto Legislativo de Texto Refundido del Estatuto Básico del Empleado Público 

5/2015, si la falta cometida por D. Guillermo Arias de Soto hubiese sido calificada como leves, 

de que plazo de prescripción en imposición de sanción estaríamos hablando 

a) 1 año 

b) 6 meses 

c) Dos años 

d) 1 mes 



SUPUESTO PRÁCTICO II 

 
2018 ADVO-L  Página 20 de 24 

Con motivo del nombramiento del nuevo Ministro de Defensa Alfredo Alparde, y a iniciativa suya, la 

Subdirección General de Cooperación y Defensa Civil adscrita a la Secretaria General de Política de 

Defensa decide lanzar una campaña institucional con el fin de conocer la percepción que los 

ciudadanos poseen sobre el Ministerio. Para llevar a cabo este proyecto se precisa contratar un 

servicio de encuestadores a pie de calle y un servicio telefónico de recepción de quejas y 

sugerencias (ya que se considera que cualquier ciudadano puede saber lo mismo, y por lo tanto 

aportar ideas, que el señor Alparde, cuyo único merito curricular respecto a la defensa de nuestro 

país consiste en haber hecho la mili en Segovia). 

Además como apoyo al citado proyecto y con el fin de procesar informáticamente la información 

recopilada se precisa adquirir 20 ordenadores y 20 pantallas planas, además de un programa 

informático diseñado específicamente para la recopilación de este tipo de datos. 

La Sección 12 incluye el Servicio 29 del MINDEF gestiona dos programas diferentes (432N y 124N). 

Según la clasificación económica del gasto, el presupuesto de la Subdirección General de 

Cooperación y Defensa Civil, en los capítulos 2 y 6 de los programas que gestiona es el siguiente: 

Programa 432N  Programa de información 
institución publica 

Programa 124N  Planificación estratégica de 
defensa nacional 

2. GASTOS CORRIENTES EN BIENES Y 
SERVICIOS 

6. INVERSIONES REALES 

216. Equipos para procesos de 
la información 

75.000 €    

227.05 Procesos electorales y 
consultas populares 

30.000 € 640 Gastos en 
inversiones de 
carácter inmaterial 

175.000 € 

227.06 Estudios y trabajos técnicos 40.000 € 60 Inversión nueva en 
infraestructura y 
bienes destinados al 
uso general 

635.000 € 

222.00  Servicios de 
Telecomunicaciones 

45.000 €    

222.01 Postales y mensajería 20.000 €    

 

1. Siguiendo lo establecido en la Ley General presupuestaria , los créditos del capítulo 6  del 

programa 124N se especifican  

a) A nivel  articulo 

b) A nivel Concepto 

c) A nivel Capitulo 

d) A nivel Subconcepto 

 

2. ¿Con cargo a que concepto o subconcepto se realizara la adquisición de los ordenadores y las 

pantallas planas? 

a) 227.05 

b) 640 

c) 60 

d) 216 

 

 

3. ¿Qué tipo de contrato se suscribirá para contratar un servicio de encuestadores a pie de calle? 

a) Uno cuyo objeto son prestaciones de hacer consistentes en el desarrollo de una actividad o 

dirigidas a la obtención de un resultado distinto de una obra o suministro, incluyendo aquellos en 

que el adjudicatario se obligue a ejecutar el servicio de forma sucesiva y por precio unitario. 

b) Uno que tienen por objeto la adquisición, el arrendamiento financiero, o el arrendamiento, con o 

sin opción de compra, de productos o bienes muebles. 

c) Uno en el que el empresario se obligue a entregar una pluralidad de bienes de forma sucesiva y 

por precio unitario sin que la cuantía total 

d) Ninguna es cierta 

 

4. Si se quisiere trasladar 10.000 € de 227.06  a 222.00 del programa 432N, ¿qué debería de 

hacerse? 

a) Una transferencia de crédito autorizado por el Ministro de Hacienda y Función Publica 

b) na transferencia de crédito autorizado por el Ministro de Defensa 
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c) No haría falta transferencia ya que el nivel de vinculación del capítulo 2 de gastos es a nivel capitulo 

d) No haría falta transferencia ya que el nivel de vinculación del capítulo 2 de gastos es a nivel articulo 

 

5. Si fuera necesario transferir crédito y según incardina el artículo 32 de la Ley General 

Presupuestaria cuál de las siguientes restricciones no es cierta: 

a) No podrán realizarse desde créditos para operaciones no financieras al resto de los créditos, ni 

desde créditos para operaciones de capital a créditos para operaciones corrientes. 

b) No podrán realizarse entre créditos de distintas secciones presupuestarias. Esta restricción no 

afectará a los créditos del programa de contratación centralizada. 

c) No minorarán créditos extraordinarios o créditos que se hayan suplementado o ampliado en el 

ejercicio. 

d) Todas las restricciones son correctas. 

 

6. Si la adquisición de ordenadores y pantallas supone un valor estimado total de 57.000 €, se 

podría considerar que el contrato no estará sujeto a regulación armonizada ya que el umbral 

para este tipo de contratos suscritos por la Administración General del Estado es de 

a) 209.000 € 

b) 210.000 

c) 144.000 € 

d) Ninguno es exacto 

 

7. Si el procesamiento de adjudicación elegido para seleccionar un licitador que suscriba el de 

prestación de servicios telefónicos ¿Cuál sería el plazo de presentación de propuestas? 

a) En procedimientos abiertos de adjudicación de contratos sujetos a regulación armonizada, el plazo 

de presentación de proposiciones no será inferior a treinta días, para los contratos de obras, 

suministros y servicios, y a treinta y cinco días para las concesiones de obras y servicios, contados 

desde la fecha de envío del anuncio de licitación a la Oficina de Publicaciones de la Unión Europea. 

b) En procedimientos abiertos de adjudicación de contratos sujetos a regulación armonizada, el plazo 

de presentación de proposiciones no será inferior a treinta y cinco días, para los contratos de obras, 

suministros y servicios, y a treinta días para las concesiones de obras y servicios, contados desde 

la fecha de envío del anuncio de licitación a la Oficina de Publicaciones de la Unión Europea. 

c) En procedimientos abiertos de adjudicación de contratos sujetos a regulación armonizada, el plazo 

de presentación de proposiciones no será inferior a veintiséis días, para los contratos de obras, 

suministros y servicios, y a 15 días para las concesiones de obras y servicios, contados desde la 

fecha de envío del anuncio de licitación a la Oficina de Publicaciones de la Unión Europea. 

d) Ninguna es cierta 

 

8. En los contratos de obras, suministros y servicios, el plazo general previsto en la pregunta 

anterior podrá reducirse en los siguientes casos: 

a) Si el órgano de contratación hubiese enviado un anuncio de información previa, el plazo general 

de presentación de proposiciones podrá reducirse a quince días. Esta reducción del plazo solo 

será admisible cuando el anuncio voluntario de información previa se hubiese enviado para su 

publicación con una antelación máxima de doce meses y mínima de treinta y cinco días antes de 

la fecha de envío del anuncio de licitación, siempre que en él se hubiese incluido, de estar 

disponible, toda la información exigida para este. 

b) Cuando el plazo general de presentación de proposiciones sea impracticable por tratarse de una 

situación de urgencia, en los términos descritos en el artículo 119, el órgano de contratación podrá 

fijar otro plazo que no será inferior a quince días contados desde la fecha del envío del anuncio de 

licitación. 

c) Si el órgano de contratación aceptara la presentación de ofertas por medios electrónicos, podrá 

reducirse el plazo general de presentación de proposiciones en cinco días. 

d) Todas son ciertas 

 

9. En referencia a las propuestas presentadas en la pregunta 7: 

a) En todo caso la apertura de las proposiciones deberá efectuarse en el plazo máximo de 15 días 

contado desde la fecha de finalización del plazo para presentar las mismas. 

b) En todo caso la apertura de las proposiciones deberá efectuarse en el plazo máximo de 30 días 

contado desde la fecha de finalización del plazo para presentar las mismas. 

c) En todo caso la apertura de las proposiciones deberá efectuarse en el plazo máximo de 20días 

contado desde la fecha de finalización del plazo para presentar las mismas. 

d) Ninguna es cierta 
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10. En la tramitación del contrato para la adquisición de los ordenadores y las pantallas una vez 

aprobado el expediente de gasto y antes de su adjudicación la administración expedirá un 

documento administrativo : 

a) A 

b) O 

c) ADOK 

d) OK 

 

11. Suponiendo que tras la clasificación de las propuestas en base a los criterios de adjudicación 

del contrato de servicios telefónico la empresa “ANGELS CONSULTING S.L. es declarada 

adjudicataria del mismo. ¿Qué tipo de fianza deberá depositar en el momento? 

a) Definitiva equivalente al 5% del PBL 

b) Provisional equivalente al 5% de la propuesta realizada 

c) Provisional del 3% del PBL 

d) Ninguna es cierta 

 

12. Y ¿de qué plazo dispondrás para presentar la documentación acreditativa una vez adjudicado 

el contrato? 

a) 10 días desde la adjudicación 

b) 10 días desde el requerimiento 

c) 5 días desde la Adjudicación 

d) 5 días desde la adjudicación 

 

13. Si la adjudicación mencionada fuera objeto de recurso especial, ¿de qué plazo dispondrá la 

empresa adjudicataria para la formalización del contrato  en caso de que no se presentara el 

recurso? 

a) 5 días desde el requerimiento 

b) 10 días desde el requerimiento 

c) No hay plazo 

d) La ley no determina plazo 

 

14. ¿Se podría tramitar la adjudicación del contrato de programa informático diseñado 

específicamente para la recopilación de los datos  si su importe es de 95.000 € y se adjudicara 

en base al precio y a un criterio de juicio de valor que pondere un 20% del criterio global? 

a) Si, ya que entra dentro de las exigencias 

b) No, está fuera de las exigencias 

c) Es imposible de determinar solo con esas datos 

d) Ninguna es cierta 

 

15. Cuando por causas imputables al adjudicatario no se hubiese formalizado el contrato dentro del 

plazo indicado se le exigirá 

a) el importe del 5 por ciento del presupuesto base de licitación, IVA excluido, en concepto de 

penalidad, que se hará efectivo en primer lugar contra la garantía definitiva, si se hubiera 

constituido, sin perjuicio de lo establecido en la letra b) del apartado 2 del artículo 71. 

b) el importe del 3 por ciento del presupuesto base de licitación, IVA excluido, en concepto de 

penalidad, que se hará efectivo en primer lugar contra la garantía definitiva, si se hubiera 

constituido, sin perjuicio de lo establecido en la letra b) del apartado 2 del artículo 71. 

c) el importe del 10 por ciento del presupuesto base de licitación, IVA excluido, en concepto de 

penalidad, que se hará efectivo en primer lugar contra la garantía definitiva, si se hubiera 

constituido, sin perjuicio de lo establecido en la letra b) del apartado 2 del artículo 71 

d) Ninguna es cierta 

 

16. Si el montante para el abono del contrato de los equipos informáticos se extrajese de la 

aplicación 12.29 432N60 ¿a qué área de gastos nos estamos refiriendo? 

a) Servicios públicos básicos 

b) Actuaciones de carácter general 

c) Actuaciones de carácter preferente 

d) Ninguna es cierta 

 

17. La formalización de los contratos deberá publicarse, junto con el correspondiente contrato, en 

un plazo no superior a quince días tras el perfeccionamiento del contrato en el perfil de 
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contratante del órgano de contratación. Cuando el contrato esté sujeto a regulación armonizada, 

el anuncio de formalización deberá publicarse, además, 

a) Diario Oficial de la Unión Europea 

b) B.O.E. 

c) a) y b) ciertas 

d) Ninguna es cierta 

 

18. Si el montante para el abono del contrato de los equipos informáticos se extrajese de la 

aplicación 12.29 432N60  

a) El capítulo es no financiero corriente 

b) El capítulo es no financiero de capital 

c) El capítulo es financiero corriente 

d) El capítulo es financiero de capital 

 

19. La Subdirección General de Cooperación y Defensa Civil adscrita a la Secretaria General de 

Política de Defensa, desde el punto de vista de la clasificación subjetiva de la ley 9/2017 es: 

a) Administración Publica 

b) Poder Adjudicador 

c) Sector Publico sin poder Adjudicador 

d) Puede ser cualquiera de ellos 

 

20. Si cualquiera de los contratos propuestos en el enunciado se decidiese adjudicar por el 

procedimiento restringido señale la respuesta correcta respecto al plazo de presentación de las 

candidaturas: 

a) el plazo de presentación de las solicitudes de participación deberá ser el suficiente para el 

adecuado examen de los pliegos y de las circunstancias y condiciones relevantes para la ejecución 

del contrato, todo ello en atención al alcance y complejidad del contrato. En cualquier caso, no 

podrá ser inferior a treinta días, contados a partir de la fecha del envío del anuncio de licitación a 

la Oficina de Publicaciones de la Unión Europea. 

b) Cuando el plazo general de presentación de solicitudes sea impracticable por tratarse de una 

situación de urgencia, en los términos descritos en el artículo 119, el órgano de contratación para 

los contratos de obras, suministros y servicios podrá fijar otro plazo que no será inferior a quince 

días contados desde la fecha del envío del anuncio de licitación. 

c) Si se trata de contratos no sujetos a regulación armonizada, el plazo para la presentación de 

solicitudes de participación será, como mínimo, de quince días, contados desde la publicación del 

anuncio de licitación 

d) Todas son ciertas 

Preguntas de Reserva 

1. En cuanto al control interno realizado por la Intervención General a lo largo de la ejecución 

presupuestaria: 

a) La función interventora se ejercerá en sus modalidades de intervención formal y material. 

b) La intervención formal consistirá en la verificación del cumplimiento de los requisitos legales 

necesarios para la adopción del acuerdo, mediante el examen de todos los documentos que, 

preceptivamente, deban estar incorporados al expediente 

c) En la intervención material se comprobará la real y efectiva aplicación de los fondos públicos. 

d) Todas son ciertas 

 

2. No estarán sometidos a la fiscalización previa 

a) los contratos menores así como los asimilados a ellos en virtud de la legislación contractual 

b) los gastos menores de 50.000 euros cuyo pago se realice mediante el procedimiento especial 

de anticipo de caja fija 

c) los contratos de acceso a bases de datos y de suscripción a publicaciones que  tengan el 

carácter de contratos sujetos a regulación armonizada 

d) Todas son ciertas 

 

3. Serán susceptibles de recurso especial en materia de contratación, los actos y decisiones 

relacionados en el apartado 2 del artículo44 de la ley 9/2017, cuando se refieran a los siguientes 

contratos que pretendan concertar las Administraciones Públicas o las restantes entidades que 

ostenten la condición de poderes adjudicadores 

a) Contratos de obras cuyo valor estimado sea superior a dos millones de euros, y de suministro 

y servicios, que tenga un valor estimado superior a cien mil euros. 
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b) Concesiones de obras o de servicios cuyo valor estimado supere los tres millones de euros. 

c) a) y b) son ciertas 

d) a) y b) son falsas 

 

 


